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treinta y uno de agosto de dos mil veintiséis

V I S T O S para resolver los autos del juicio de amparo 
********, promovido por  ******* ******* ******* ******, por 

propio derecho, contra actos de la Director General del 
Escuadrón de Rescate y Urgencias Médicas de la 
Secretaría de Seguridad Ciudadana de la Ciudad de México 
y otra autoridad; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Mediante escrito presentado en la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México, el cinco de marzo de 
dos mil veintiséis turnado a este Juzgado de Distrito el mismo 

día,  ******* ******* ******* ******, solicitó el amparo y la 

protección de la Justicia Federal, en contra de las autoridades 

responsables y por el acto reclamado que a continuación se 

precisan:

“(…)
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(…)”

SEGUNDO. Por auto de cinco de marzo de dos mil 
veintiséis se radicó la demanda de amparo con el número 

********, se concedió la suspensión de plano, se admitió a 
trámite, se solicitó a las autoridades responsables su informe 

con justificación, se otorgó al Fiscal de la adscripción la 

intervención que legalmente le compete y se fijó día y hora para 

la celebración de la audiencia constitucional, la cual tuvo 

verificativo al tenor del acta que antecede; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Este Juzgado Decimoprimero de Distrito en 
Materia Administrativa en la Ciudad de México es 

legalmente competente para conocer y resolver el juicio de 

amparo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 103, 

fracción I, y 107, fracción IV, ambos de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 1, fracción I, 35, 37 y 107, 

fracciones I y II, de la Ley de Amparo; 54, fracción IV, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación; en términos del 

Acuerdo General número 3/2013 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y 

límites territoriales de los Circuitos Judiciales en que se divide la 

República Mexicana, y al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por Materia de los Tribunales de Circuito y de 

los Juzgados de Distrito, dado que se promueve en contra de 
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actos administrativos atribuidos a autoridades de la misma 

naturaleza, cuya residencia se ubica en la jurisdicción de este 

órgano federal. 

SEGUNDO. Con fundamento en el artículo 74, fracción I, 

de la Ley de Amparo, de acuerdo con el análisis integral de la 

demanda y de la información que se encuentra en las 

constancias que integran el expediente, se precisa que el acto 

que reclama la parte quejosa en esta vía constitucional consiste 

en:

Del Director General del Escuadrón de Rescate y 

Urgencias Médicas y el C* ***** ****** **** ****, 
Subdirector de Atención Médica Prehospitalaria de la Dirección 

General del Escuadrón de Rescate y Urgencias Médicas ambos 

de la Secretaría de Seguridad Ciudadana de la Ciudad de 

México. 

➢ El arresto administrativo de doce horas, que le 
fue impuesto a la persona quejosa el cinco de 
marzo de dos mil veintiséis.

Precisado el acto reclamado, lo procedente es verificar su 

existencia, a fin de que, posteriormente, se analicen las causas 

de improcedencia del juicio de amparo y, en dado caso, su 

constitucionalidad.

TERCERO. Son ciertos los actos reclamados al Director 
General del Escuadrón de Rescate y Urgencias Médicas y el 

** ***** ****** **** ***** Subdirector de Atención Médica 

Prehospitalaria ambos de la Secretaría de Seguridad 
Ciudadana de la Ciudad de México, el arresto de doce horas 
que le fue impuesto a la persona quejosa el cinco de marzo de 
dos mil veintiséis, “NO SON COMO LOS PRETENDE 
HACER VALER LA PARTE QUEJOSA”; además, de justificar 

la constitucionalidad del arresto que decretaron y ejecutaron en 
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contra de la quejosa; por ende, dichas manifestaciones 

permiten establecer que son ciertos los actos que se les 

atribuyen.

Sirve de apoyo la tesis sustentada por el anterior Segundo 

Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, visible en la página 391, 

Tomo XIV, Julio de 1994, Octava Época, del Semanario Judicial 

de la Federación, cuyo rubro y texto es el siguiente:

“ACTO RECLAMADO. DEBE TENERSE POR CIERTO 
CUANDO LA AUTORIDAD EN SU INFORME LO NIEGA, Y A 
CONTINUACIÓN HACE MANIFESTACIONES QUE 
EVIDENCIAN SU CERTEZA. En el juicio de garantías, debe 

sobreseerse cuando las responsables al rendir sus informes 

nieguen la certeza del acto que se les atribuye, ya sea de 

manera lisa y llana, o bien expongan razones tendientes a 

reforzar esa negativa, empero, no puede procederse así cuando 

las autoridades niegan la existencia de los actos reclamados y, 

además, expongan razones o circunstancias de las que se 

desprende que esos actos sí existen, pues en ese caso, lo 

expuesto al respecto desvirtúa su negativa y el órgano de 

control constitucional debe tener por ciertos los actos 

reclamados con base en el examen de dicho informe 

Certeza que se corrobora con las constancias remitidas 

por las responsables en copia certificada, de las que se 

desprende la existencia de la boleta de arresto aplicada a la 

promovente del amparo, a las que se concede valor probatorio 

pleno en términos de los artículos 197 y 202 del Código Federal 

de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 

Amparo.

CUARTO. Previamente al estudio de fondo del asunto 

procede analizar las causales de improcedencia, sea que las 

hagan valer las partes o de oficio se adviertan, por ser éstas de 
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orden público y de estudio preferente, de conformidad con lo 

que establece el último párrafo del artículo 62 de la Ley de 

Amparo.

Las autoridades responsables manifiestan que en este 

asunto se actualiza la causa de improcedencia prevista en el 

artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, en virtud de que 

la parte quejosa no acreditó la afectación que le ocasiona el 

acto reclamado.

El precepto en cita dispone:

“Artículo 61.- El juicio de amparo es improcedente:

(…)

XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del 
quejoso, en los términos establecidos en la fracción I del artículo 5o 
de la presente Ley, y contra normas generales que requieran de un 
acto de aplicación posterior al inicio de su vigencia;

[…]

Artículo 5º. Son partes en el juicio de amparo:
I. El quejoso, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un 
derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo, 
siempre que alegue que la norma, acto u omisión reclamados 
violan los derechos previstos en el artículo 1o de la presente 
Ley y con ello se produzca una afectación real y actual a su 
esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su 
especial situación frente al orden jurídico.
El interés simple, en ningún caso, podrá invocarse como interés 
legítimo. La autoridad pública no podrá invocar interés legítimo.
El juicio de amparo podrá promoverse conjuntamente por dos o 
más quejosos cuando resientan una afectación común en sus 
derechos o intereses, aun en el supuesto de que dicha 
afectación derive de actos distintos, si éstos les causan un 
perjuicio análogo y provienen de las mismas autoridades.
Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales 
judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, el quejoso 
deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que se afecte 
de manera personal y directa;
La víctima u ofendido del delito podrán tener el carácter de 
quejosos en los términos de esta Ley.”

De las normas transcritas se deduce, que el juicio de amparo 
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es improcedente contra actos que no afecten los intereses 

jurídicos o legítimos del quejoso, en los términos establecidos en 

la fracción I del arábigo 5 de la Ley de Amparo y, contra normas 

generales que requieran de un acto de aplicación posterior al 

inicio de su vigencia.

Conforme a lo dispuesto en el citado precepto 5, fracción I, 

de la ley de la materia, tiene la calidad de quejoso aquella 

persona que aduce ser titular de un derecho subjetivo o de un 

interés legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que la 

norma, acto u omisión reclamados violan los derechos previstos 

en el artículo 1 de la propia ley y con ello se produzca una 

afectación real y actual a su esfera jurídica, ya sea de manera 

directa o en virtud de su especial situación frente al orden 

jurídico.

En relación con el interés jurídico para promover el juicio 

de amparo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

establecido que consiste en el derecho que le asiste a los 

gobernados para reclamar mediante la vía constitucional, algún 

acto de autoridad violatorio de garantías individuales o derechos 

fundamentales en su perjuicio, es decir, se refiere a un derecho 

subjetivo protegido por alguna norma legal que se ve afectado 

por un acto de autoridad o una norma, que ocasiona un perjuicio 

a su titular, esto es, una ofensa, daño o perjuicio en los 
derechos o intereses del gobernado. 

Así, el interés jurídico se refiere a la titularidad de los 

derechos afectados con el acto reclamado, de manera que 

únicamente el sujeto titular de ellos puede ocurrir a la vía 

constitucional.

Precisamente, porque el interés jurídico se vincula 

estrechamente con el concepto de perjuicio, pues este último 

supone un derecho legítimamente tutelado ante cuya 

transgresión por una autoridad o por la ley, se concede a su 

titular la facultad de acudir al órgano jurisdiccional 

K
A

R
L

A
 D

A
N

IE
L

A
 M

O
R

A
 M

A
R

T
IN

E
Z

706a6620636a6633000000000000000000008edf
02/11/28 10:46:21

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de amparo 480/2026

Página 7 de 25

correspondiente demandando el cese de esa violación.

Entonces, el perjuicio debe entenderse como todo 

menoscabo ocasionado sobre la persona o bienes de los 

peticionarios del amparo que afectan de manera inmediata sus 

derechos sustantivos, en forma tal que el daño irrogado no puede 

ser reparado por un acto jurídico posterior.

Sirve de apoyo a lo anterior, en lo conducente, la tesis de 

jurisprudencia 1a./J. 168/2007, establecida por la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 

225, tomo XXVII, enero de 2008, Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, que dice: 

“INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. 
ELEMENTOS CONSTITUTIVOS. El artículo 4o. de la 
Ley de Amparo contempla, para la procedencia del 
juicio de garantías, que el acto reclamado cause un 
perjuicio a la persona física o moral que se estime 
afectada, lo que ocurre cuando ese acto lesiona sus 
intereses jurídicos, en su persona o en su patrimonio, 
y que de manera concomitante es lo que provoca la 
génesis de la acción constitucional. Así, como la tutela 
del derecho sólo comprende a bienes jurídicos reales 
y objetivos, las afectaciones deben igualmente ser 
susceptibles de apreciarse en forma objetiva para que 
puedan constituir un perjuicio, teniendo en cuenta que 
el interés jurídico debe acreditarse en forma 
fehaciente y no inferirse con base en presunciones; de 
modo que la naturaleza intrínseca de ese acto o ley 
reclamados es la que determina el perjuicio o 
afectación en la esfera normativa del particular, sin 
que pueda hablarse entonces de agravio cuando los 
daños o perjuicios que una persona puede sufrir, no 
afecten real y efectivamente sus bienes jurídicamente 
amparados.”

Asimismo, sirve de fundamento a la anterior consideración, 

en lo conducente, la tesis de jurisprudencia VI. 3o. J/26, 

publicada en la página 117, tomo VIII, diciembre de 1991, 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Época; cuyo rubro y 

texto indican:
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“INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. SU 
CONCEPTO. De acuerdo con el artículo 4o. de la Ley 
de Amparo, el ejercicio de la acción constitucional está 
reservado únicamente a quien resiente un perjuicio 
con motivo de un acto de autoridad o por la ley. Por lo 
tanto, la noción de perjuicio, para que proceda la 
acción de amparo presupone la existencia de un 
derecho legítimamente tutelado, que cuando se 
transgrede por la actuación de una autoridad, faculte a 
su titular para acudir ante el órgano jurisdiccional 
demandando el cese de esa violación. Ese derecho 
protegido por el ordenamiento legal objetivo es lo que 
constituye el interés jurídico, que la Ley de Amparo 
toma en cuenta, para la procedencia del juicio de 
garantías.”

En virtud de las premisas que anteceden se arriba a la 

conclusión de que en este asunto no se actualiza la causa de 
improcedencia en estudio, debido a que la parte quejosa 

reclama el arresto de doce horas que se le impuso el cuatro 
de marzo de dos mil veintiséis y su ejecución, lo cual desde 

luego le causa perjuicio actual, personal y directo, en la medida 

de que dicho acto implica la pérdida de su libertad por dichas 

horas.   

Por ende, contrario a lo manifestado por las autoridades 

responsables, no se actualiza la causa de improcedencia 
invocada.

Finalmente, se desestiman las diversas causas de 

improcedencia que hacen valer las autoridades responsables, 

ya que se limitaron a señalar que se actualizaban las 

contenidas en el numeral 61, fracciones XXI y XXII, de la Ley de 

Amparo, sin exponer las razones de su actualización; por ende, 

al no ser de obvia constatación deben ser desestimadas.

Es aplicable, por analogía, la tesis de rubro, texto y 

localización:
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Registro digital: 174086

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: 2a./J. 137/2006

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Tomo XXIV, Octubre de 2006, página 365

Tipo: Jurisprudencia

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. CUANDO SE 
INVOCA COMO CAUSAL ALGUNA DE LAS FRACCIONES DEL 
ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE LA MATERIA, SIN EXPRESAR LAS 
RAZONES QUE JUSTIFIQUEN SU ACTUALIZACIÓN, EL 
JUZGADOR DEBERÁ ANALIZARLA SÓLO CUANDO SEA DE 
OBVIA Y OBJETIVA CONSTATACIÓN. Por regla general no basta la 
sola invocación de alguna de las fracciones del artículo 73 de la Ley 
de Amparo para que el juzgador estudie la improcedencia del juicio de 
garantías que plantee la autoridad responsable o el tercero 
perjudicado, sin embargo, cuando aquélla sea de obvia y objetiva 
constatación; es decir, que para su análisis sólo se requiera la simple 
verificación de que el caso se ajusta a la prescripción contenida en la 
norma, deberá analizarse aun sin el razonamiento que suele exigirse 
para justificar la petición, toda vez que en este supuesto bastará con 
que el órgano jurisdiccional revise si se trata de alguno de los actos 
contra los cuales no proceda la acción de amparo, o bien si se está en 
los supuestos en los que conforme a ese precepto ésta es 
improcedente, debido a la inexistencia de una pluralidad de 
significados jurídicos de la norma que pudiera dar lugar a diversas 
alternativas de interpretación. Por el contrario, si las partes hacen 
valer una causal de improcedencia del juicio citando sólo la 
disposición que estiman aplicable, sin aducir argumento alguno en 
justificación de su aserto, no obstante que para su ponderación se 
requiera del desarrollo de mayores razonamientos, el juzgador deberá 
explicarlo así en la sentencia correspondiente de manera que motive 
las circunstancias que le impiden analizar dicha causal, ante la 
variedad de posibles interpretaciones de la disposición legal invocada 
a la que se apeló para fundar la declaración de improcedencia del 
juicio.

No hicieron valer más causas de improcedencia y no se 

advierte la actualización de alguna otra, por lo que se continúa 

con el estudio de fondo de la cuestión planteada.
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QUINTO. En el primer concepto de violación, la parte 

quejosa aduce que el arresto que se le impuso es ilegal, debido a 

que la autoridad responsable, previo a su imposición, no le 

informó los motivos y fundamentos de éste ni le dio la oportunidad 

de ofrecer argumentos o pruebas a su favor, por ende, se vulneró 

su derecho de audiencia previsto en el artículo 14, 16 y 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Para resolver las manifestaciones que anteceden se tiene 

que el derecho de audiencia contenido en el artículo 14 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

dispone:

 

“ARTICULO 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en 
perjuicio de persona alguna.

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido 
ante los tribunales previamente establecidos, en el que se 
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y 
conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, 
por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que 
no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de 
que se trata.

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá 
ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a 
falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.”

La garantía de audiencia que tutela el ordinal transcrito 

atiende dos aspectos, uno de forma y otro de fondo. El primero 

comprende la existencia de un juicio seguido ante tribunales 

previamente establecidos, siguiendo las formalidades esenciales 

del procedimiento. El segundo constituye el fin último que 

persigue la garantía: evitar que se deje en estado de indefensión 

K
A

R
L

A
 D

A
N

IE
L

A
 M

O
R

A
 M

A
R

T
IN

E
Z

706a6620636a6633000000000000000000008edf
02/11/28 10:46:21

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de amparo 480/2026

Página 11 de 25

a las partes con el acto privativo, procurando un adecuado 

equilibrio procesal entre ellas; lo anterior, en aras de una 

sentencia justa y apegada a derecho.

Así, los medios para ejercer debidamente el derecho 

fundamental de defensa son proporcionados al gobernado a 

través de las formalidades esenciales del procedimiento, que le 

otorgan la oportunidad de probar su dicho y acreditar el derecho 

que le asiste, los que consisten en:

a) La notificación del inicio del procedimiento y sus 

consecuencias;

b) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en 

que se finque la defensa;

c) La oportunidad de alegar; y

d) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones 

debatidas.

En suma, si bien una adecuada y oportuna defensa requiere 

del cumplimiento de las etapas procesales que han de seguirse 

en todo procedimiento previo al acto privativo, 

independientemente de la materia de la que se trate y de la 

autoridad ante la que se ventile, tendrán el carácter de 
esenciales cuando resulten necesarios para la adecuada 
defensa; por el contrario, resultarán secundarios aquéllos cuya 

emisión o violación no produzcan indefensión y, por ende, su 

contravención no importe infracción al derecho de audiencia.

Estas formas o requisitos pueden variar en los diferentes 

juicios o procedimientos según el acto de privación de que se 

trate, siempre que resulten apropiados y suficientes para 

satisfacer plenamente la oportunidad de defensa del afectado.

Por otro lado, el artículo 16, párrafo primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, impone 
como derecho en favor del gobernado que todo acto de 
autoridad debe estar fundado y motivado, a fin de que se 
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esté en posibilidad de conocer con precisión los motivos y 
razones legales que se tomaron en consideración para su 
emisión. En ese sentido, se insiste en que todo acto de 
autoridad, debe colmar las exigencias de fundamentación y 
motivación.

Al respecto, es la tesis jurisprudencial12 emitida por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del 
título: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS 
RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN 
ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE.”.

Conforme con el criterio transcrito, al emitir una resolución 
o un acto unilateral, la autoridad debe señalar exhaustivamente 
los motivos y fundamentos que la condujeron a dictar el fallo; 
por tanto, al no ser así, un acto de autoridad revestido con la 
facultad de imperio, resultaría inconstitucional.

Finalmente, el artículo 17 constitucional, que garantiza la 

tutela judicial efectiva  la letra señala:

“Artículo 17.  Ninguna persona podrá hacerse justicia por 

sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia 

por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los 

plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 

resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su 

servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, 

prohibidas las costas judiciales. Las leyes preverán las 

cuantías y supuestos en materia tributaria en las cuales 

tanto los Tribunales Administrativos como las Juezas y 

Jueces de Distrito y Tribunales de Circuito del Poder 

Judicial de la Federación o, en su caso, la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, deberán resolver en un máximo de 

seis meses, contados a partir del conocimiento del asunto 
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por parte de la autoridad competente. En caso de cumplirse 

con el plazo señalado y que no se haya dictado sentencia, 

el órgano jurisdiccional que conozca del asunto deberá dar 

aviso inmediato al Tribunal de Disciplina Judicial y justificar 

las razones de dicha demora o, en su caso, dar vista al 

órgano interno de control tratándose de Tribunales 

Administrativos.

(…)

Las leyes federales y locales establecerán los medios 

necesarios para que se garantice la independencia de los 

tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.

(…)”

El derecho tutelado por el ordinal en estudio tiene como 

finalidad asegurar al gobernado que la autoridad encargada de 

aplicarlo lo haga de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, 

por lo que es claro que las autoridades que se encuentran 

obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la 

integran son todas aquellas que realizan actos materialmente 

jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia 

tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado 

entre diversos sujetos de derecho.

El derecho fundamental de tutela judicial efectiva no 

comprende solamente la solución de controversias, puesto que la 

exigencia de que la impartición de justicia se efectúe de manera 

pronta, completa e imparcial, incluye también a la plena ejecución 

de todas las resoluciones de los tribunales.

Para el caso que nos ocupa se estudia sirve de apoyo la 

jurisprudencia cuyos datos de localización, rubro y texto son:

Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta

Tomo IV, Julio de 1996

Materia(s): Común
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Tesis: P./J. 40/96         

Página:     5

“ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. 
ORIGEN Y EFECTOS DE LA DISTINCION. El artículo 
14 constitucional establece, en su segundo párrafo, que 
nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de 
sus propiedades, posesiones o derechos, sino 
mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hecho; en tanto, el 
artículo 16 de ese mismo Ordenamiento Supremo 
determina, en su primer párrafo, que nadie puede ser 
molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de 
la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento. Por consiguiente, la 
Constitución Federal distingue y regula de manera 
diferente los actos privativos respecto de los actos de 
molestia, pues a los primeros, que son aquellos que 
producen como efecto la disminución, menoscabo o 
supresión definitiva de un derecho del gobernado, los 
autoriza solamente a través del cumplimiento de 
determinados requisitos precisados en el artículo 14, 
como son, la existencia de un juicio seguido ante un 
tribunal previamente establecido, que cumpla con las 
formalidades esenciales del procedimiento y en el que 
se apliquen las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho juzgado. En cambio, a los actos de molestia que, 
pese a constituir afectación a la esfera jurídica del 
gobernado, no producen los mismos efectos que los 
actos privativos, pues sólo restringen de manera 
provisional o preventiva un derecho con el objeto de 
proteger determinados bienes jurídicos, los autoriza, 
según lo dispuesto por el artículo 16, siempre y cuando 
preceda mandamiento escrito girado por una autoridad 
con competencia legal para ello, en donde ésta funde y 
motive la causa legal del procedimiento. Ahora bien, 
para dilucidar la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de un acto de autoridad impugnado 
como privativo, es necesario precisar si 
verdaderamente lo es y, por ende, requiere del 
cumplimiento de las formalidades establecidas por el 
primero de aquellos numerales, o si es un acto de 
molestia y por ello es suficiente el cumplimiento de los 
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requisitos que el segundo de ellos exige. Para efectuar 
esa distinción debe advertirse la finalidad que con el 
acto se persigue, esto es, si la privación de un bien 
material o inmaterial es la finalidad connatural 
perseguida por el acto de autoridad, o bien, si por su 
propia índole tiende sólo a una restricción provisional.”.

En este asunto, la parte quejosa reclama el arresto de 
doce horas que se le impuso el cuatro de marzo de dos mil 
veintiséis y su ejecución.

Al respecto, cabe precisar que, al resolver la 

contradicción de tesis 130/2017, la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación analizó el tema relativo 

al “ARRESTO ADMINISTRATIVO IMPUESTO A LOS 
ELEMENTOS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES COMO 
MEDIDA DISCIPLINARIA DERIVADO DE SU INASISTENCIA 
A LA JORNADA LABORAL.” concluyó que en estos asuntos 

se debe respetar el derecho de audiencia previa reconocido por 

el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, debido a que implica una restricción a la libertad del 

infractor por un periodo determinado, derivado del 

incumplimiento a disposiciones administrativas; es decir, al 

tratarse de un acto privativo que restringe la libertad de la 

persona afectada, debe otorgársele el derecho de audiencia 

previa, como se advierte de la jurisprudencia de rubro, texto y 

localización:

Registro digital: 2015832

Instancia: Segunda Sala

Décima Época

Materias(s): Constitucional, Administrativa

Tesis: 2a./J. 144/2017 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 49, 
Diciembre de 2017, Tomo I, página 561
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Tipo: Jurisprudencia

“ARRESTO ADMINISTRATIVO IMPUESTO A LOS ELEMENTOS 
DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES COMO MEDIDA 
DISCIPLINARIA DERIVADO DE SU INASISTENCIA A LA JORNADA 
LABORAL. DEBE RESPETAR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. 
El arresto administrativo implica una restricción a la libertad del infractor 
por un periodo determinado, derivado del incumplimiento a disposiciones 
administrativas, al tratarse de un acto privativo que restringe la libertad de 
la persona afectada; por tanto, el impuesto a los elementos de las 
instituciones policiales como medida disciplinaria derivado únicamente de 
la inasistencia a su jornada laboral, debe respetar el derecho de audiencia 
previa reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.”

Importa destacar las consideraciones que dieron origen al 

criterio en cita: 

“[…]

3. De lo anterior se desprende, por una parte, que las autoridades 
administrativas pueden aplicar sanciones por las infracciones a los 
reglamentos gubernativos y de policía, consistentes, entre otras, en 
arresto administrativo y, por otra, que las actuaciones de las 
instituciones de seguridad pública, entre las que se encuentran las 
policiales, se regirán por los principios de legalidad, objetividad, 
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución, asimismo, esas 
instituciones serán de carácter civil, disciplinado y profesional.

[…]

57. De lo anterior se corrobora que el tema de la seguridad pública 
es trascendental para el Estado Mexicano; tan es así que con la 
reforma del artículo 21 constitucional previamente expuesta, se 
estableció como obligación la profesionalización de sus servidores 
públicos, mediante la imposición del deber de mantenerse 
actualizados y aptos para realizar las funciones que se les exigen.

58. En este sentido, aunque es importante el cumplimiento óptimo de 
la función de la seguridad pública y que la colectividad está 
interesada en este tema, esto no implica que se deban desconocer 
las garantías constitucionales de los elementos policiales, en 
específico, por lo que se refiere a la garantía de audiencia 
previa, en caso de que se les imponga como sanción, el arresto 
administrativo derivado de la inasistencia a sus labores.

59. Lo anterior es así, toda vez que el artículo 14 constitucional 
dispone expresamente que nadie podrá ser privado de la libertad o 
de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 
seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se 
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cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a 
las leyes expedidas con anterioridad al hecho, esto es, la 
Constitución establece que la garantía de audiencia se le debe 
reconocer a todos los gobernados, sin distinción alguna.

60. Además, la libertad personal es un derecho humano reconocido 
por la Constitución, por lo que, conforme a lo dispuesto en el artículo 
1o. constitucional, debe ser respetado, protegido y garantizado por 
todas las autoridades en el ámbito de su competencia.

61. Incluso, este derecho humano es reconocido en diversos tratados 
como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, los cuales, en 
específico, establecen: […]

62. Al ser la libertad personal un derecho reconocido y protegido 
tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
como en diversos tratados internacionales, su tutela debe ser lo 
más amplia posible y sólo podrá limitarse bajo determinados 
supuestos de excepcionalidad.

63. Ahora bien, es verdad que, en ciertas materias, se encuentra 
justificado constitucionalmente que la defensa frente al acto de 
privación sea posterior y no previa, como es el caso de la facultad 
económica coactiva por parte del Estado, ya que la excepción a la 
garantía de audiencia previa tiene como fin salvaguardar el 
funcionamiento adecuado de las instituciones.

64. Sin embargo, si bien es cierto que la seguridad pública es una 
actividad de interés para la colectividad y que la función de los 
elementos de la policía se distingue por la disciplina, el Estado está 
obligado a proteger los derechos fundamentales de los justiciables y 
el arresto administrativo impuesto como sanción a los 
elementos policiales implica una corta privación de su libertad y 
su pérdida, aunque sea por un breve tiempo, es irreversible, por 
ende, previamente a su imposición, cuando dichos elementos 
hayan faltado a su jornada laboral, las autoridades 
administrativas deben respetar su garantía de audiencia previa, 
toda vez que la libertad personal es un derecho humano que 
está reconocido tanto constitucional como convencionalmente.

65. Además, en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos no existe una restricción expresa, en relación con la 
supresión del respeto a la garantía de audiencia previa para los 
elementos de la policía, en caso de que se les imponga como 
sanción el arresto administrativo cuando falten a su jornada laboral.

66. De haber estimado el Constituyente Permanente esa excepción, 
la habría señalado de manera clara, como ocurre con la restricción 
establecida en la fracción XIII del apartado B del artículo 123 
constitucional, que establece que, entre otros, los miembros de las 
instituciones policiales de la Federación, de las entidades federativas 
y los Municipios podrán ser separados de sus cargos si no cumplen 
con los requisitos que las leyes vigentes en el momento señalen para 
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permanecer en esa institución o removidos por incurrir en 
responsabilidad en el desempeño de sus funciones, además, dispone 
que los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del 
Ministerio Público y los miembros de las instituciones policiales se 
regirán por sus propias leyes.

67. Por otra parte, el hecho de que a los elementos de las 
instituciones policiales se les reconozca su garantía de 
audiencia previa a la imposición del arresto administrativo no 
implica un desconocimiento o una limitación a su obligación de 
actuar conforme a los principios de objetividad, eficiencia, 
profesionalismo y honradez contenidos en el artículo 21 
constitucional, ya que precisamente derivado del incumplimiento a 
alguno de estos principios, es que se les impone esta medida 
correctiva por la inasistencia a su jornada laboral.

68. Esto es, dada la trascendencia de las funciones que los 
elementos policiales realizan, es que se estableció la posibilidad de 
que los órganos administrativos impongan sanciones privativas o 
restrictivas de su libertad, en caso de incumplimiento de sus 
disposiciones.

69. Por lo anterior, a pesar de la importancia de la función de 
seguridad pública, esta situación no autoriza a las autoridades 
administrativas para prescindir del respeto a la garantía de 
audiencia previa, en el caso de la imposición del arresto 
administrativo a los elementos policiales, siempre y cuando 
únicamente no hayan asistido a su jornada laboral, toda vez que esa 
medida incide en un derecho fundamental de dichos elementos, 
como lo es la libertad personal.

70. Esto es, al elemento de la policía se le otorgará la posibilidad de 
justificar su inasistencia con anterioridad a la imposición del arresto 
administrativo, cuando se haya ausentado de su jornada laboral.

71. Si bien es cierto que uno de los Tribunales Colegiados justificó su 
conclusión de no otorgar la garantía de audiencia previa al arresto 
administrativo, por el hecho de que el afectado puede promover juicio 
de amparo y obtener su suspensión; sin embargo, la existencia del 
citado proceso constitucional no es razón suficiente para justificar la 
inobservancia de tal prerrogativa, pues en principio, como se dijo, la 
garantía de audiencia tiene que otorgarse frente a los actos privativos 
y le compete respetarla a la autoridad que lo emite, siendo que el 
juicio de amparo únicamente revisa la constitucionalidad de esos 
actos.

72. Finalmente, es importante mencionar que esta contradicción de 
tesis sólo analiza el caso en que el arresto administrativo se impone 
como sanción administrativa para el caso de que el elemento de la 
policía falte a su jornada laboral y no hace referencia al caso en 
que se establezca como medida de apremio para hacer cumplir 
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la determinación de alguna autoridad, ni como consecuencia de 
la imposición de sanciones administrativas por otro tipo de 
conductas, pues en estos supuestos existen otros matices que 
hay que ponderar en relación con la garantía de audiencia.

73. En las relatadas condiciones, de conformidad con los artículos 
215, 216, párrafo segundo y 225 de la Ley de Amparo debe 
prevalecer, con el carácter de jurisprudencia, el criterio que aquí se 
sustenta, redactado conforme al título, subtítulo y texto que a 
continuación se indican:

El arresto administrativo implica una restricción a la libertad del 
infractor por un periodo determinado, derivado del incumplimiento a 
disposiciones administrativas, al tratarse de un acto privativo que 
restringe la libertad de la persona afectada; por tanto, el impuesto a 
los elementos de las instituciones policiales como medida 
disciplinaria derivado únicamente de la inasistencia a su jornada 
laboral, debe respetar el derecho de audiencia previa reconocido por 
el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.”

De lo anterior se advierte que la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que el 

arresto administrativo impuesto como sanción a los elementos 

policiales implica una corta privación de su libertad y su 

pérdida, aunque sea por un breve tiempo, pero es irreversible, 

por ende, previamente a su imposición, las autoridades 

administrativas deben respetar su garantía de audiencia previa, 

toda vez que la libertad personal es un derecho humano que 

está reconocido tanto constitucional como convencionalmente.

Agregó, que el hecho de que a los elementos de las 

instituciones policiales se les reconozca su garantía de 

audiencia previa a la imposición del arresto administrativo no 

implica un desconocimiento o una limitación a su obligación de 

actuar conforme a los principios de objetividad, eficiencia, 

profesionalismo y honradez contenidos en el artículo 21 

constitucional.
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Además, que en el caso no se aplicaba como medida de 

apremio para hacer cumplir la determinación de alguna 

autoridad, ni como consecuencia de la imposición de sanciones 

administrativas por otro tipo de conductas, pues en estos 

supuestos existen otros matices que hay que ponderar en 

relación con la garantía de audiencia.

Sobre dichas premisas, se considera que en este asunto 

la autoridad responsable debió otorgar el derecho de 
audiencia previa a la quejosa, pues surte la misma 

circunstancia analizada en la ejecutoria a estudio, ya que el 

correctivo disciplinario reclamado implica una corta privación de 

la libertad del quejoso y su pérdida, aunque sea por un breve 

tiempo, pero irreversible, aunado a que no fue una medida de 

apremio para hacer cumplir la determinación de alguna 

autoridad, ni como consecuencia de la imposición de sanciones 

administrativas por otro tipo de conductas, como se advierte de 

la copia certificada de la boleta de arresto, que obra en autos y 

tiene valor probatorio pleno, en términos de los artículos 129 y 

202 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria a la ley de la materia.

En efecto, la boleta de arresto en cita es del tenor 

siguiente:

“[…]
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[…]”

De la documental que antecede se advierte que el arresto 

de doce horas impuesto a la quejosa el cuatro de marzo de dos 

mil veintiséis, fue “POR ACUMULAR TRES AMONESTACIONES 

EXCRITAS EN UN PERIODO DE TREINTA DÍAS.”, lo que la ubicó en 

la sanción de correctivo disciplinario por cometer la conducta 

prevista en el artículo 96 fracción II, en relación al artículo 98, 

fracción II, inciso k) del Reglamento del Servicio Profesional de 

Carrera de la Policía de Proximidad de la Ciudad de México, 

consistente en incumplir las órdenes que reciba con motivo del 

desempeño de sus funciones, así como todo acto u omisión 

que produzca deficiencia en su cumplimiento1, sin que se le 

1 Artículo 96.- Los Correctivos Disciplinarios son las sanciones a que se hace acreedor el personal 
policial que incurra en conductas que contravengan las disposiciones normativas aplicables en la 
materia, los cuales consistirán en: 
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haya otorgado oportunidad de ofrecer pruebas o realizar 

manifestaciones en su contra.

Pues, como se desprende de la misma documental, 

previo a imponer el arresto reclamado y su inmediata ejecución, 

no se dio oportunidad al quejoso de ofrecer pruebas y alegar lo 

que a su derecho conviniera, únicamente queda demostrado 

que recibió la orden para conocer de su imposición, así como el 

inicio y conclusión del arresto, pero sin otorgarle el derecho 
de audiencia previa, para defenderse, lo que lo dejó en 

evidente estado de indefensión.

En tales condiciones, resulta inconcuso que las 

autoridades responsables, al emitir el acto reclamado 

vulneraron el derecho de audiencia de la parte quejosa previsto 

en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos.

Consecuentemente, el concepto de violación en análisis 

es fundado; por ende, procede conceder el amparo y la 
protección de la Justicia de la Unión, para el efecto de que 

el Director General del Escuadrón de Rescate y Urgencias 
Médicas de la Secretaría de Seguridad Ciudadana de la 
Ciudad de México deje insubsistente el arresto 
administrativo de 12 horas, que le fue impuesto a la 
persona quejosa el cinco de marzo de dos mil veintiséis.

[…]
II. Arresto de 12 horas;

Artículo 98.- Los correctivos disciplinarios se aplicarán con independencia de cualquier otra 
responsabilidad civil, penal o administrativa en que incurra el personal policial infractor y serán 
aplicables en los casos siguientes:
[…]
II. Se impondrá arresto de 12 horas al personal policial que incurra en alguna de las faltas 
siguientes:
[…]

K. Acumular tres amonestaciones escritas, en un periodo de treinta días naturales, y
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La concesión que antecede se hace extensiva a la 

ejecución del arresto reclamado, atribuida al Subdirector 
de Atención Médica Prehospitalaria de la Dirección General 
del Escuadrón de Rescate y Urgencias Médicas de la 
Secretaría de Seguridad Ciudadana de la Ciudad de 
México, al ser fruto de un acto viciado, motivo por el cual 
también deberá dejarse insubsistente; en términos de lo que 

dispone la jurisprudencia visible en la página 280, del volumen 

121-126, contenida en el Semanario Judicial de la Federación, 

Séptima Época, de rubro siguiente: “ACTOS VICIADOS. 
FRUTOS DE.”

En atención a la conclusión alcanzada, resulta 

innecesario entrar al estudio del diverso concepto de violación, 

en virtud de que en nada variaría el sentido de la resolución.

Apoya a la anterior consideración la jurisprudencia cuyo 

contenido es el siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO 
INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de 
violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado 
uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al 
peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia 
Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de 
queja.”2

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 61, 

63, 73, 74, 75, 76, 77 y 124 y demás relativos y aplicables de la 

Ley de Amparo, se

 R E S U E L V E:

2 Jurisprudencia 107 de la extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la 
página 85, tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1917 a 2000.
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ÚNICO. La Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE a 

******* ******* ******* ******* en contra de los actos 

precisados en el considerando segundo, para los efectos 

establecidos en el último considerando de esta sentencia.

Notifíquese, personalmente a la parte quejosa.

Así lo resolvió y firma María Elena Lugo del Castillo, Jueza 

del Juzgado Decimoprimero de Distrito en Materia Administrativa en 

la Ciudad de México, asistida de la Secretaria Karla Daniela Mora 
Martínez, que autoriza y da fe, hasta el día de hoy treinta y uno de 
agosto de dos mil veintiséis, en que se terminó de engrosar esta 

sentencia. Doy fe.

Razón. En esta fecha se enviaron los oficios 34437 y 34438 a fin de 
notificar la sentencia que antecede. Conste. K
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El treinta y uno de agosto de dos mil veintiséis, la licenciada Karla Daniela Mora 
Martínez, Secretaria, con adscripción en el Juzgado Decimoprimero de Distrito en Materia 
Administrativa en la Ciudad de México, hago constar y certifico que en términos de lo 
previsto en los artículos 1203, 1124 y 1155 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, está versión pública suprime toda aquella información considerada 
legalmente como confidencial, por tratarse por ejemplo: de nombres de personas físicas, 
lugares de nacimiento, grupo étnico, estado civil, domicilio, ocupación o profesión, datos de 
identificación de vehículos particulares, ubicación de inmuebles, descripción de personas 
físicas, etcétera y, que en el caso, no existe información clasificada como reservada. 
Conste

La Licenciada Karla Daniela Mora Martínez Secretaria del Juzgado Decimoprimero de 
Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, CERTIFICA: que esta sentencia se 
encuentra debidamente digitalizada en el sistema de expediente electrónico y que coincide en 
su totalidad con el expediente impreso como lo dispone el artículo 3° de la Ley de Amparo. Doy 
fe.

3 Artículo 120. Cuando un documento o expediente contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos 
obligados a través de sus áreas, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en 
la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica, fundando y motivando su 
clasificación, en términos de lo que determine el Sistema Nacional.
4 Artículo 112. Como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: (…)
5 Artículo 115. Se considera información confidencial la que contiene datos personales concernientes a una persona física 
identificada o identificable.
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, 
sus representantes y las personas servidoras públicas facultadas para ello.
Se considera como información confidencial de personas físicas o morales: los secretos bancario, fiduciario, industrial, 
comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a las personas particulares, sujetos de derecho internacional o a 
sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos.
Asimismo, será información confidencial aquella que presenten las personas particulares a los sujetos obligados, siempre que 
tengan el derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.
Se considera confidencial el pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia de quejas, denuncias y/o procedimientos 
administrativos seguidos en contra de personas servidoras públicas y particulares que se encuentren en trámite o no hayan 
concluido con una sanción firme.
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de 5a a0 98 5b c8 e3 1a 86 07 0a a4 9b da e5 57
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0b 21 15 88 eb cd 1b 5a 44 94 fa d7 e2 17 48 36
25 bc 82 ad aa 54 5c 4c 71 8a ef 8c 70 ca 31 4c
1f 88 b2 87 0d 99 9a 0d 85 05 78 86 c3 84 45 2c
f3 37 d6 a9 90 09 8f 8b 1e 99 c9 5f b3 41 a4 c9
23 33 f6 2f bf 3c ab c7 9a c2 6d 2d d9 ef 57 66
ec 79 22 0a 0f e7 a2 e0 c0 97 54 f7 c8 af a9 e1
a6 92 a8 61 72 4f 44 0b 8d ee 0e 22 7d 57 5c f7
dc f6 dc 59 53 aa 70 a9 58 13 b5 28 1e 76 6d a3
46 c4 d3 7f ff c5 86 d1 ca e9 84 e8 a7 e1 5f 0b
bd 24 06 8d 64 16 12 1c 02 f8 3f 16 4b 6f 7b b3
1d e9 7f be fd 73 be 13 2f 32 25 42 94 eb 14 c8
c9 db 66 76 2c 8f 50 11 4c 28 d9 e3 3a 5f e8 02
f6 b2 7c 5a ce b5 d4 e7 42 76 06 7b 63 92 79 a2
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01 51 65 88 3c cf f0 6c 91 ff 80 84 ec 28 5c f8
b0 9f 3a 6b 67 1f 4e 82 c3 c3 77 52 88 8f 6d 73
74 5d f2 f9 48 f9 b0 75 a0 a5 15 a7 5f 95 fb d3
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Identificador de la respuesta TSP: 199346910

Datos estampillados: FGKOCpFMykGkuncFK/SHi4SFO1Q=
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aEl treinta y uno de agosto de dos mil veintiseis, la licenciada Karla Daniela

Mora Martínez, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Décimo Primero
de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, hago constar y
certifico que en esta versión pública no existe información clasificada como
confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública. Conste.


